TUTELA PRIMERA INSTANCIA ACUMULADA N° 043
                                  RADICADOS: 660012204000201800205, 207 y 209
ACCIONANTES: ALIX CECILIA POVEDA P. Y OTROS
NIEGA POR HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / LA RESPUESTA DEBE SER NOTIFICADA EN DEBIDA FORMA AL PETICIONARIO.

De conformidad con la situación fáctica planteada en el escrito de tutela y lo informado por el apoderado judicial de la señora YULIANIS DE JESÚS MOLINA MÁRMOL, la fiscalía 30 Seccional de Santa Marta (Mag.) no ha dado respuesta aún al derecho de petición presentado en septiembre 3 de 2018, y aunque la delegada Fiscal en la respuesta al traslado de la tutela manifestó haber contestado la solicitud, se tiene que la parte accionante no ha recibido comunicación del mismo.

En esas condiciones para esta Colegiatura no cabe duda que la actuación de la entidad vulneró y aún vulnera el derecho fundamental de petición del que es titular la señora MOLINA MÁRMOL, por cuanto la respuesta no ha sido notificada en debida forma.

                      REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 
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                                      RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticinco (25) de octubre de dos mil dieciocho (2018)

                                                                 Acta de Aprobación N° 950
                                                 Hora: 9:30 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir de manera acumulada las acciones de tutela instauradas mediante apoderado judicial por las ciudadanas ALIX CECILIA POVEDA MANTILLA, YULIANIS DE JESÚS MOLINA MARMOL e IRMA ROSA RODRÍGUEZ LEÓN, contra las Fiscalías 05 Seccional de Bucaramanga (Stder.), 30 Seccional de Santa Marta (Mag.) y 01 Seccional de Tibú (N. Stder), respectivamente, al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

El apoderado de las accionantes señala que se presentaron derechos de petición
 ante las Fiscalías 05 Seccional de Bucaramanga (Stder.), 30 Seccional de Santa Marta (Mag.), y 01 Seccional de Tibú (N. Stder.) -los cuales fueron debidamente recibidos en esos despachos según la guía de correo correspondiente-, en los que se solicitó certificación de hechos en el que falleció con ocasión de accidente de tránsito CRISTIAN FABIÁN SIERRA POVEDA
, copia de las piezas procesales y actuaciones de los procesos con radicado N° 470016001018201702708 y 548106106123201885165, sin que al momento de presentar el amparo se les hubiera dado respuesta alguna, por lo cual pide se ampare tal derecho fundamental.
3.- CONTRADICTORIO
3.1.- Esta Corporación corrió traslado de la acción constitucional a las Fiscalías accionadas, las cuales se pronunciaron en los siguientes términos:
- La Fiscal 05 Seccional de Vida de Bucaramanga (Stder.) indicó que el proceso con NUNC 6800160000159201806366 que se adelanta por el posible punible de homicidio culposo en accidente de tránsito, fue asignada al despacho a su cargo y recibida en el mismo en agosto 24 de 2018. De igual forma, señaló que en septiembre 06 de 2018 recibió solicitud impetrada por el apoderado de la víctima mediante la cual solicitó expedición de certificado sobre el estado actual del proceso.
Informó que mediante oficio No 388 de fecha octubre 16 de 2018 se dio respuesta de fondo a la solicitud del accionante, es decir expidieron la respectiva constancia, y enviaron la respuesta al correo electrónico auditoria@asoseguros.com, igualmente la remitieron por correo terrestre a través de la empresa 472, a la dirección calle 39 No 7-19 piso 2 de la ciudad de Pereira.
De conformidad con lo anterior considera que existe un hecho superado.
- El Fiscal 30 Seccional de Santa Marta (Mag.) informó que dicho despacho adelanta indagación bajo radicado 4700160001018201702707 por un hecho de accidente de tránsito que ocurrió en octubre 22 de 2017 a las 15:00 horas, donde perdió la vida el menor de 15 años S.A.M.M.
En septiembre 03 de 2018 el apoderado judicial de la accionante radicó solicitud de expedición de copia informal de todas las piezas procesales del referido asunto.  

En respuesta de septiembre 18 decidió absolver favorablemente la petición de expedición de copias, sin embargo, los canales de comunicación para informar al peticionario no brindaron los mejores resultados, motivo por el cual solicitó a la asistente del despacho reenviar la información.
Solicita se declare la carencia actual de objeto por hecho superado. 

- La Fiscal 01 Seccional de Tibú (N. Stder) señaló que una vez revisó el expediente y analizó las solicitudes de la accionante, dio respuesta clara y de fondo a los requerimientos, la cual fue enviada al correo electrónico audiotoria@asoseguros.com y confirmado el recibido con el actor, mediante llamada al abonado telefónico (036) 3488033, igualmente en octubre 19 de 2018 notificaron personalmente al abogado Yheferzon Yhowan Ramírez Hernández –apoderado de la víctima-.

Si bien, el derecho de petición lo recibió en septiembre 10 de 2018, fue necesario emitir varias órdenes a Policía Judicial para proceder a dar respuesta, no obstante, por el cúmulo de trabajo -900 investigaciones de ley 906/04 y 1.500 indagaciones de ley 600/00-, solo hasta octubre 18 de 2018 pudo expedir la constancia solicitada por la accionante.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales de las accionantes; en caso afirmativo, cuál es la actuación que debe realizar la entidad involucrada, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, las ciudadanas ALIX CECILIA POVEDA MANTILLA, YULIANIS DE JESÚS MOLINA MARMOL e IRMA ROSA RODRÍGUEZ LEÓN concurrieron ante el juez constitucional por intermedio de apoderado judicial, con el fin de lograr que por parte de las Fiscalías 05 Seccional de Bucaramanga (Stder.), 30 Seccional de Santa Marta (Mag.) y 01 Seccional de Tibú (N. Stder), respectivamente, se respondieran las peticiones en las que se pidieron certificación de hechos en el que falleció  con ocasión de accidente de tránsito el señor CRISTIAN FABIÁN SIERRA POVEDA
, y copia de las piezas procesales y actuaciones de los procesos con radicado N° 470016001018201702708 y 548106106123201885165.
El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida.  A este respecto, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición
.

Ha de entenderse entonces, que se presenta vulneración del núcleo esencial de este derecho cuando la entidad correspondiente no emite una repuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a la noción de pronta resolución, o cuando la supuesta respuesta se limita a evadir la petición planteada al no dar una solución de fondo al asunto sometido a su consideración.

En cuanto al primer aspecto, es necesario precisar que dada la naturaleza del derecho de petición, y por tratarse de un aspecto que toca directamente con el núcleo esencial de éste, corresponderá única y exclusivamente al legislador fijar los términos dentro de los cuales los distintos entes han de resolver las solicitudes que en interés general o particular le sean presentadas. Términos que, en atención a la esencia misma de los asuntos que le dan origen, deben ser razonables a efectos que la respuesta, en sí misma considerada, pueda satisfacer los requerimientos formulados.

La fijación de esos plazos estará determinada por la naturaleza del asunto en controversia, en consecuencia, han de tenerse en cuenta los trámites que debe agotar la entidad correspondiente para contestar en debida forma la petición planteada. En este sentido, los principios de razonabilidad y proporcionalidad juegan un papel preponderante en la labor que el legislador está llamado a realizar, con el fin de darle contenido a la expresión “pronta resolución” que emplea la Constitución para fijar los elementos constitutivos de este derecho
. 

La Ley 1755/15 en su artículo 13 dispone que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.”. Igualmente, el canon 14 en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, contempla que: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” En la sentencia SU-975/03 la H. Corte Constitucional precisó que el término de 15 días aplica también para la resolución de recursos frente a los actos administrativos que definen reconocimientos pensionales.

Ese término es de obligatorio acatamiento, aunque puede ser ampliado de forma excepcional cuando la administración por razón de la naturaleza misma del asunto planteado no puede dar respuesta en ese lapso. En este evento, así habrá de informárselo al peticionario indicándole además de las razones que la llevan a no responder a tiempo, la fecha en que se estará dando una contestación que satisfaga el segundo aspecto del derecho de petición, cuál es la respuesta de fondo
.

De conformidad con la situación fáctica planteada en el escrito de tutela y lo informado por el apoderado judicial de la señora YULIANIS DE JESÚS MOLINA MARMOL, la fiscalía 30 Seccional de Santa Marta (Mag.) no ha dado respuesta aún al derecho de petición presentado en septiembre 03 de 2018, y aunque la delegada Fiscal en la respuesta al traslado de la tutela manifestó haber contestado la solicitud, se tiene que la parte accionante no ha recibido comunicación del mismo
.
En esas condiciones para esta Colegiatura no cabe duda que la actuación de la entidad vulneró y aún vulnera el derecho fundamental de petición del que es titular la señora MOLINA MARMOL, por cuanto la respuesta no ha sido notificada en debida forma.

Así las cosas, se amparará el derecho fundamental de petición; y, como consecuencia de ello, se ordenará a la Fiscalía 30 Seccional de Santa Marta (Mag.), por intermedio de su delegada, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia proceda a comunicar en debida forma la respuesta al derecho de petición de fecha 03 de septiembre de 2018. 

Ahora, en cuanto a las accionantes ALIX CECILIA POVEDA MANTILLA e IRMA ROSA RODRÍGUEZ LEÓN, si bien les asistía razón al interponer la presente acción, por cuanto los despachos fiscales referidos hasta la fecha de interposición de las acciones de amparo no habían emitido las correspondientes respuestas a sus solicitudes, no obstante haber transcurrido más de los 15 días hábiles con los que contaban para ello, lo que se sabe es que en la actualidad tal situación ya fue superada según fue informado por el apoderado judicial, como quiera que se atendieron las peticiones elevadas de conformidad con los requerimientos efectuados
.
Surge de lo anterior, que al haberse procedido por las Fiscalías 05 Seccional de Bucaramanga (Stder.) y 01 Seccional de Tibú (N. Stder) a resolver las peticiones de las accionantes, ello conlleva a predicar que no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a las acciones que aquí se definen, al haberse configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional
.

En conclusión, como quiera que los despachos fiscales 05 Seccional de Bucaramanga (Stder.) y 01 Seccional de Tibú (N. Stder), ya atendieron los requerimientos impetrados por ALIX CECILIA POVEDA MANTILLA e IRMA ROSA RODRÍGUEZ LEÓN, y emitieron las respuestas acorde con lo solicitado, se negará la protección exigida por tratarse de un hecho superado.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental de petición, del que es titular la señora YULIANIS DE JESÚS MOLINA MARMOL.
SEGUNDO: SE ORDENA a la Fiscalía 30 Seccional de Santa Marta (Mag.) que, de no haberlo hecho ya, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente sentencia, proceda a comunicar en debida forma la respuesta al derecho de petición de fecha 03 de septiembre de 2018. 

TERCERO: SE NIEGA la protección del derecho de petición reclamado por las ciudadanas ALIX CECILIA POVEDA MANTILLA e IRMA ROSA RODRÍGUEZ LEÓN, al presentarse carencia actual del objeto por hecho superado.

CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala 

WILSON FREDY LÓPEZ
� En septiembre 04 de 2018 en representación de ALIX CECILIA POVEDA MANTILLA en la Fiscalía 05 Seccional de Bucaramanga (Stder.). En septiembre 03 de 2018 en representación de YULIANIS DE JESÚS MOLINA MARMOL  en la Fiscalía 30 Seccional de Santa Marta (Mag.). En septiembre 10 de 2018 en representación de IRMA ROSA RODRÍGUEZ LEÓN en la Fiscalía 01 Seccional de Tibú (N. Stder.).


� Igualmente solicitó la calidad que ostenta en el accidente el hoy occiso Cristian Fabián Sierra Poveda, es decir, conductor, ocupante o peatón, y aclara los datos del vehículo involucrado.


� Igualmente solicitó la calidad que ostenta en el accidente el hoy occiso Cristian Fabián Sierra Poveda, es decir, conductor, ocupante o peatón, y aclara los datos del vehículo involucrado.


� Por ejemplo, en la sentencia T-043 del veintinueve (29) de enero de dos mil nueve (2009), M.P. Dr. Nilson Pinilla Pinilla.


� Sentencias T-392/97 y T-672/97.


� T-076/95, al igual que en las sentencias T-353/97, T-672/97, T-308/98, T-310/98.


� Ver folio 43


� Ver solicitudes obrantes en folio 9 C.O. radicado 2018 00205, folios 6 C.O. radicado 2018-00207, folio 6 C.O.2018-00209. Ver constancias folio 32 radicado 2018-00205. Respuesta a la solicitud de piezas procesales, folio 40 radicado 2018-00209.


� Véase entre otras, la sentencia T-330 de 2017.
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